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SALVAMENTO DE VOTO

Con todo comedimiento, me aparto de la decisión tomada por la Sala en sentencia de 4 de febrero de 2010, por medio de la cual se revocó aquella proferida por el Tribunal Administrativo de Casanare el 17 de febrero de 2000 y, en su lugar, accedió a las pretensiones de la demanda. 

Mi disidencia con la decisión aprobada por la Sala se fundamenta en el hecho de que, a mi juicio, la muerte del soldado Luis Fernando Lozano Ardila es imputable únicamente a la propia víctima. 

En la sentencia aprobada por la Sala se consideró acreditado que la muerte del soldado Lozano Ardila se produjo en las circunstancias descritas por el Cabo Primero del Ejército Carlos Muñoz Sierra, quien para el momento de los hechos se desempeñaba como Comandante de Guardia y quien relató así lo sucedido: 

“Siendo las 00:35 horas en el sector frente al Fondo Rotatorio se escucharon unos disparos, inmediatamente alerté al soldado VIDALES BENITEZ OSCAR nombrado como centinela puerta muralla y al soldado ALFONSO SILVA JAVIER, centinela de detenidos. Al observar al frente de la guardia pasaban corriendo cinco (05) personas de civil que disparaban al parecer con armas cortas, ingresando por la avenida de aproximación de la guardia; inmediatamente, el soldado VIDALES BENITEZ OSCAR se adelantó unos metros del puesto de guardia y cubriéndose en uno de los árboles que se encuentran en ese sector, gritó ALTO pero uno de los sujetos sin hacer caso a la orden que se le dio, intentó ingresar en forma rápida por el Distrito Militar, el soldado antes mencionado al observar que el individuo no se detuvo e intentando huir por el sector del Distrito Militar efectuó un disparo al aire sin lograr que éste se detuviera, el cual siguió corriendo, motivo por el cual el soldado optó por dispararle hiriéndole en el estómago; en ese momento dos de los sujetos hablaron diciendo que eran del DAS, que no les dispararan. Cabe resaltar que estas personas pasaron desde el frente del Fondo Rotatorio hasta la entrada al grupo disparando en repetidas ocasiones, poniendo en riesgo la seguridad del personal de la Guarnición por no utilizar ninguna identificación ni reportarse a tiempo, antes de que el soldado optara por dispararles”.  

La Sala consideró acreditados los hechos descritos por el declarante. Por eso concluyó que la actuación del soldado Vidales Benítez, quien le disparó al soldado Lozano Ardila no fue constitutiva de falla del servicio. Se entendió que las circunstancias en las cuales se produjo el hecho configuraron una situación de alarma frente a un posible ataque armado contra la base militar que aquél custodiaba: 

“…un hecho que se encuentra completamente probado en el proceso es aquel que consiste en que en las horas de la madrugada unas personas que se acercaban a la base militar accionaron sus armas de fuego, en este caso unos agentes del Estado porque perseguían a la víctima; tal situación, sin duda alguna, comporta un estado de alarma frente a cualquier persona, máxime si se trata de hechos que suceden cerca de una base militar y, con mayor justificación, frente a aquellos miembros de la Fuerza Pública que tienen a su cargo, nada menos, que la custodia de una determinada guarnición militar, por lo cual resulta comprensible y lógico que ante un evento de esa dimensión, los agentes del Estado hubieren adoptado las medidas de prevención pertinentes encaminadas a repeler cualquier ataque que pudiere llegar a producirse, como quiera que, se insiste, uno de los agentes que perseguía a la víctima lo hacía mediante el accionar de su arma de fuego y en proximidades de la Brigada 16 del Ejército”. 

No obstante, se concluyó en la providencia de la cual me aparto que la actuación del soldado no fue causa exclusiva ni concurrente del daño porque no puso en riesgo las instalaciones militares, ni la vida e integridad de sus miembros, dado que la intención de la víctima no fue la de atacar la base militar a la cual pertenecía sino la de buscar refugio para evitar el ataque de los agentes del DAS que lo perseguían: 

“…la víctima no ejecutó actuación alguna tendiente a contribuir en la producción del daño, pues éste fue consecuencia, como se vio, de uno de los disparos propinados por un agente del Estado con su arma de fuego, de dotación oficial, sin que en ello hubiere concurrido la conducta del soldado voluntario Lozano Ardila debido a que su intención, en modo alguno, era la de atacar la base militar a la cual pertenecía, ni mucho menos agredir a uno o varios de sus compañeros, a lo cual cabe agregar que el hecho de que la víctima hubiera desatendido las órdenes que le fueron impartidas, en el sentido de que se detuviere e identificare obedeció, nada menos, a que el propósito de eludir en forma desesperada el riesgo inminente que para su vida representaba en ese momento la persecución que sobre él efectuaban dos personas armadas –una de ellas accionando su arma de fuego- y, por ello, pretendían encontrar protección dentro de la base militar de la cual formaba parte, situación que culminó con el hecho lamentable de recibir un impacto de bala por parte del centinela de la Brigada 16 del Ejército, cuestión que impide sostener que el soldado Lozano Ardila habría contribuido de manera eficaz en la producción del daño”.   

A mi juicio, aunque el soldado Lozano Ardila no hubiera obrado de manera dolosa, con la intención de atacar la base militar, su conducta sí fue la causa eficiente del daño, porque determinó la reacción del soldado Vidales Benítez, quien, como centinela, tenía el ineludible deber de evitar que el grupo de hombres que se acercaban a la base disparando penetraran a la misma, porque ese hecho representaba un grave riesgo para la vida e integridad física de los militares que allí se hallaban. 

El daño puede ser atribuido a la propia víctima, aunque su intencionalidad no sea dolosa y aun cuando ni siquiera pueda ser tildada de negligente, porque para efectos de determinar el sujeto patrimonialmente responsable de un daño lo relevante es establecer cuál actuación fue la causa eficiente del mismo. Por lo tanto, no podrá atribuirse el daño a la entidad estatal demandada cuando la causa del mismo sea la actuación de la propia víctima, al margen de que ésta sea de un menor, un incapaz o una persona que goce de todas sus facultades, bien que hubiera obrado de manera intencional, culposa o simplemente accidental. 
El análisis de la subjetividad de la conducta de la víctima carece de relevancia para efectos de determinar la causa del daño. La víctima puede actuar de manera involuntaria o aún sin consciencia de lo que hace y, sin embargo, ese hecho cuando sea la causa exclusiva y determinante en la producción del daño y ajeno a la entidad demandada exonera a ésta de responsabilidad patrimonial. Como lo ha considerado la Sala en oportunidades anteriores, “Dado el carácter objetivo del nexo causal, como elemento de la responsabilidad, poco importa que el hecho de la víctima que da lugar a la producción del daño sea culposo o no”
.  
En otros términos, en los eventos en los cuales la actuación de la víctima resulta ser la causa única, exclusiva o determinante del daño, carece de relevancia la valoración de su subjetividad. Si la causalidad constituye un aspecto objetivo, material de la responsabilidad, la labor del juez frente a un daño concreto debe limitarse a verificar si dicha conducta fue o no la causa eficiente del daño, sin que para ello importe establecer si al realizarla, su autor omitió el deber objetivo de cuidado que le era exigible, o si su intervención fue involuntaria. Por tal razón, resulta más preciso señalar que la causal de exoneración de responsabilidad del demandado es el hecho de la víctima y no su culpa.  

Ahora bien, cuando la intervención de la víctima incide en la causación del daño, pero no excluye la intervención causal del demandado, habrá lugar a la reducción de la indemnización establecida en el artículo 2357 del Código Civil, conforme al cual “La apreciación del daño está sujeta a reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente”.  
Sin embargo, cabe advertir que esa noción culpabilista que se proyecta en dicha norma no puede ser trasladada al campo de la responsabilidad patrimonial del Estado, habida consideración de que el criterio de imputación que rige esa responsabilidad, en los términos del artículo 90 de la Constitución, se construye a partir de la verificación de la antijuridicidad del daño y del vínculo causal entre ese daño y la actuación u omisión de la Administración.

Luego, si de la atribución de responsabilidad al Estado están ausentes, como requisito para su estructuración, los criterios subjetivos de valoración de la conducta del autor, tales criterios no pueden ser exigidos cuando se pretenda reducir el valor de la indemnización por la intervención causal relevante de la propia víctima. En pocos términos: en el campo de la responsabilidad patrimonial del Estado la valoración objetiva de la intervención causal tanto de la Administración como de la propia víctima resultan suficientes para determinar si la causa eficiente del daño lo fue la actuación del ente demandado o de la víctima, con el fin de establecer si hay lugar a condenar a aquélla o a absolverla por haberse producido una causal excluyente de responsabilidad, o si ambas concurrieron en la producción del daño y, entonces, reducir el valor de la indemnización en proporción directa a la mayor o menor contribución de la conducta de la víctima en su producción. 

En pocos términos: cuando se pretende reducir el valor de la indemnización que deba pagar la entidad con fundamento en la intervención de la víctima en la causación del daño, habrá de tenerse en cuenta la relevancia de esa intervención en el resultado y no la intensidad de la culpa en la que aquélla hubiera incurrido. 
Estas consideraciones son las que han permitido a la Sala afirmar que la intervención causal de la víctima se puede valorar aun tratándose de menores de 10 años y de dementes, quienes si bien no son susceptibles de cometer culpa, de acuerdo con lo establecido en el artículo 2346 del Código Civil, su actuación puede exonerar de responsabilidad a la entidad demandada cuando sea causa exclusiva del daño. El aspecto de la culpa tendrá incidencia frente a la reclamación que pueda dirigirse contra los terceros o contra quienes ejerzan su custodia, según el caso
. 

En síntesis, en materia de responsabilidad estatal, para que la decisión sea favorable a los intereses de la parte demandante no resulta suficiente verificar que la víctima o sus beneficiarios no estaban en el deber jurídico de soportar el daño padecido, para que surja el derecho a la indemnización, pues, además, se requiere que dicho daño sea imputable a la Administración, y sólo lo será cuando su intervención hubiera sido la causa eficiente del mismo y no cuando dicha causa lo sea el hecho de la víctima, sin importar la capacidad o incapacidad de ésta para incurrir en culpa. 

Así las cosas, considero que en el caso concreto el daño es imputable a la propia víctima, porque pretendió ingresar a la base militar, entre un grupo de hombres que corrían mientras disparaban y desatendió la orden dada por el centinela para que se detuviera e identificara. 

La valoración de la subjetividad de la conducta de la víctima resulta irrelevante para establecer cuál fue la causa eficiente del daño. Esta se determina al analizar las circunstancias materiales concretas en las cuales el soldado Vidales Benítez le disparó al soldado Lozano Ardila, que tal como lo aceptó la Sala no fueron otras que su decisión de ingresar al batallón sin identificarse ante el centinela, corriendo entre un grupo de hombres que disparaban. Ahora, que la víctima huyera de los agentes del DAS para eludir una requisa, o para evitar su retención por haber participado en una riña callejera, o simplemente por temor, son circunstancias ajenas a la actuación que se imputa a la entidad demandada. Lo cierto es que fue la propia víctima quien motivó la reacción del centinela, quien tenía a su cargo la seguridad de la base y, por lo tanto, debía confrontar el peligro que se cernía sobre los miembros del Ejército que se hallaban allí.  
Por las razones anteriores, considero que la sentencia proferida por el a quo debió ser confirmada. 

En este sentido presento mi salvamento de voto. 

Fecha ut supra.
RUTH STELLA CORREA PALACIO
� Sentencia de 18 de abril de 2002, exp. 13.446


� “La culpa del tercero tendrá importancia para efectos de una posterior demanda, bien sea por parte del demandante inicial, quien fracasó en el primer proceso contra el demandado que alegó y probó el hecho del tercero, o bien por parte del demandado que al pagar a la víctima se subroga contra los coautores”. Javier Tamayo Jaramillo. Tratado de Responsabilidad Civil. Tomo II. Bogotá, Ed. Legis, 2007, 2ª. ed., págs. 131-132. 








